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de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios de
Andalucía, porque la propia interesada no ha acreditado dicha
situación y tampoco lo ha hecho con ocasión del recurso de
alzada que ahora se resuelve.

La Ley permite para este tipo de infracciones la imposición
de multas de hasta 5.000 euros. La sentencia del Tribunal
Supremo de 8 de marzo de 2002 nos señala que no es siempre
posible cuantificar, en cada caso, aquellas sanciones pecu-
niarias a base de meros cálculos matemáticos y resulta, por
el contrario, inevitable otorgar (...) un cierto margen de apre-
ciación para fijar el importe de las multas sin vinculaciones
aritméticas a parámetros de “dosimetría sancionadora” rigu-
rosamente exigibles. En este caso, apreciadas las circunstan-
cias del caso, la sanción de 1.000 euros está más cerca del
límite inferior que del superior de las posibles, por lo que
no procede su revisión.

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña
M.ª Soledad Ortiz Soler con DNI/NIF: 74.865.321-E, contra
la Resolución de la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga recaída en el expediente núm.
1.069/04/P, y en consecuencia declarar firme la misma y
mantenerla en sus propios términos.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo. Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 17 de febrero de 2006.- El Jefe del Servicio,
Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Pedro Méndez
Zubiría, en nombre y representación de Endesa Dis-
tribución Eléctrica, S.L.U., contra otra dictada por el
Delegado del Gobierno en Granada recaída en el expe-
diente 526/04.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Pedro Méndez Zubiría, en nombre y repre-
sentación de Endesa Distribución Eléctrica, S.L.U., de la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico, al recurso
administrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado
de Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, por la pre-
sente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a treintiuno de marzo de dos
mil cinco.

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 14 de diciembre de 2004, el Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga dictó la
resolución de referencia, por la que se impone a Endesa, Dis-
tribución Eléctrica, S.L.U., una sanción de 500 E de con-
formidad con los antecedentes de hecho y fundamentos de
derecho contenidos en la misma, a la que nos remitimos
íntegramente.

Segundo. Contra la anterior resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando lo que a su derecho convino.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración
de Consejerías y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de
Gobernación.

Segundo. El artículo 115.1 de la LRJAP-PAC, da como
plazo para la interposición de recurso de alzada contra las
resoluciones administrativas el de un mes a partir, según su
artículo 48.2, del día siguiente al de su notificación. A la
vista de la fecha de la notificación de la resolución (27 de
diciembre de 2004) y de la de interposición del recurso de
alzada (1 de febrero de 2005), éste fue interpuesto fuera del
plazo legalmente establecido, por lo que deviene firme la reso-
lución recurrida.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, resuelvo no admitir el recur-
so de alzada interpuesto por don Pedro Méndez Zubiría, en
representación de Endesa, Distribución Eléctrica, S.L.U., con-
tra la resolución del Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga recaída en el expediente núm. 526/04,
y en consecuencia mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 17 de febrero de 2006.- El Jefe del Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Antonio José
Guerra Galán, en nombre y representación de Safa-
motor, S.A., contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno de Málaga recaída en el expediente 799/03.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
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las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Antonio José Guerra Galán, en nombre y
representación de Safamotor, S.A., de la resolución adoptada
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado de Gobierno
de la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 24 de octubre de 2005.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base
de los siguientes antecedentes

Primero. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Málaga dictó la Resolución de referencia, por la que
se impone a la interesada una sanción de mil euros (1.000 E),
tras la tramitación del correspondiente expediente sancionador,
porque de la documentación aportada con la reclamación núm.
29000-002074-03/R, formulada por consumidor se despren-
de que la empresa llevó a cabo la reparación del vehículo
del reclamante, sin que conste por escrito su conformidad
con el presupuesto para proceder a aquella, ni su autorización
para realizarla sin confección de presupuesto.

Con fecha 15 de mayo de 2003 se giró visita de inspección
a la empresa por la inspección de consumo del Ayuntamiento
de Fuengirola, se levantó acta, presentándose ante el inspector
la orden de reparación antes indicada, comprobándose que
la misma no está firmada por el cliente, y además se omiten
los siguientes datos: La descripción sucinta de la reparación,
la fecha prevista de entrega del presupuesto o del vehículo,
y la fecha y firma del prestador del servicio. En la orden de
reparación figura un importe de 2.224,83 euros.

Se considera infracción de carácter leve, prevista en los
arts. 34.10 y 35 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, en
relación con los arts. 3.3.6 y 6.4 del Real Decreto 1945/1983,
de 22 de junio, en relación con el art. 14.5 del Real Decreto
1457/1986, de 10 de enero, regulador de la actividad indus-
trial y la prestación de servicios en los talleres de reparación
de vehículos, de sus equipos y componentes, en relación con
el art. 13.d) de la Ley 26/1984.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso
recurso de alzada, en el que, en síntesis, alegó la prescripción
del expediente sancionador: Entre el día que se cometió la
presunta infracción y la notificación del acuerdo de iniciación
ha transcurrido más de 6 meses.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación de la Excma. Sra. Consejera mediante la Orden
de 30 de junio de 2004, para conocer y resolver el presente
recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de 21
de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del Pre-
sidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de
Gobernación.

Segundo. El Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio,
por el que se regulan las infracciones y sanciones en materia

de defensa del consumidor, tiene cobertura legal, según ha
declarado la STS de 23 de junio de 1998, que señala como
aplicable a la prescripción el plazo de cinco años, según pre-
viene el art. 18.1; los plazos previstos en el art. 132 de la
Ley 30/1992 sólo son aplicables en defecto de plazo en las
Leyes que establecen las infracciones, lo que no sucede en
el presente caso, y como se ha dicho rige en esta materia
el plazo de cinco años.

Tercero. El recurrente confunde prescripción de la infrac-
ción con la caducidad del expediente; la hoja de reclamación
tuvo entrada en la OMIC de Fuengirola el 5 de marzo de
2003, el 15 de mayo se levantó acta de inspección, y el
Acuerdo de iniciación se notificó el 4 de noviembre de 2003.

En el artículo 18 del R.D. 1945/1983, por el se regulan
las infracciones y sanciones en materia de defensa del con-
sumidor y de producción agro-alimentaria, se contemplan dos
tipos de caducidad que se corresponden a las previstas en
los apartados 2) y 3) del citado artículo. El apartado 2) dispone:
“Caducará la acción para perseguir las infracciones cuando
conocida por la Administración la existencia de una infracción
y finalizadas las diligencias dirigidas al esclarecimiento de los
hechos, hubieran transcurrido seis (6) meses sin que la auto-
ridad competente hubiera ordenado incoar el oportuno pro-
cedimiento.”

Teniéndose en cuenta que el objetivo de la caducidad
no es otro que intentar evitar la inactividad administrativa,
y con el objeto de averiguar si en este expediente ésta se
ha producido, habrá de computarse el plazo transcurrido entre
el momento en que la Administración tuvo conocimiento de
los hechos: Entrada en la OMIC de Fuengirola el 5 de marzo
de 2003 (incluida las diligencias para el esclarecimiento de
los hechos -Acta de Inspección 15 de mayo-, interruptivas
del cómputo), y la notificación del Acuerdo de Iniciación, que
se practicó el 4 de noviembre de 2003, resulta un plazo no
superior a los 6 meses previstos para la caducidad en el ya
mencionado art. 18.2 del R.D. 1945/1983, de 22 de junio.

En la resolución del presente recurso se ha tenido en
cuenta lo dispuesto en la disposición transitoria de la Ley
13/2003, de 17 de diciembre, de defensa y protección de
los consumidores y usuarios de Andalucía, que reitera lo dis-
puesto en el 128.2 de la LRJAP-PAC sobre la aplicación de
las disposiciones sancionadoras más favorables, al haber entra-
do en vigor después de la iniciación del procedimiento.

Vistos los preceptos citados y normas de general y especial
aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Anto-
nio José Guerra Galán en nombre y representación de la enti-
dad “Safamotor, S.A.” contra resolución de la Delegación del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, de fecha refe-
renciada, en consecuencia mantener la misma en sus propios
términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico, Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 17 de febrero de 2006.- El Jefe del Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez.
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ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la Reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por doña Beatriz Peinado
Vallejo, en nombre y representación de Plus Super-
mercados, S.A., contra otra dictada por el Delegado
del Gobierno en Málaga recaída en el expediente
830/03-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente doña Beatriz Peinado Vallejo, en nombre y
representación de Plus Supermercados, S.A., de la Resolución
adoptada por el Secretario General Técnico, al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veinticuatro de noviembre
de dos mil cinco.

Visto el recurso de alzada interpuesto, y sobre la base
de los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Recibida en la Delegación del Gobierno de la
Junta de Andalucía la hoja de reclamación núm.
29000-001933-03/R contra la empresa «Plus Supermerca-
dos», en su domicilio de la Avenida de Cataluña, números
37-39, de San Sebastián de los Reyes (Madrid), se le efectuó
requerimiento, notificado el día 6 de junio de 2003, en solicitud
de remisión de una copia de la contestación que se hubiera
dado a dicha reclamación, así como las alegaciones, justi-
ficantes y documentación que estimase oportuno incorporar
al expediente.

Asimismo, en el mismo texto del requerimiento se le indicó
que la no aportación de la documentación requerida, en el
plazo indicado, constituirá infracción administrativa, según
establece el artículo 34.8 de la Ley 26/1984, de 19 de julio,
General para la defensa de los Consumidores y Usuarios.

Segundo. Ante la falta del cumplimiento del referido reque-
rimiento, al día 29 de octubre de 2003 se inició expediente
sancionador contra la entidad titular del establecimiento en
el que se le imputó una conducta tipificada como infracción,
calificada como de carácter leve de conformidad con la tipi-
ficación contenida en los artículos 34.8 y 35 de la citada
Ley 26/1984, de 19 de julio, y en los artículos 5.1 y 6 del
Real Decreto 1945/83, de 22 de junio, que regula las infrac-
ciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agroalimentaria.

Tercero. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, con fecha 30 de julio del mismo año fue dictada
la resolución ahora impugnada por la que se impuso una
sanción consistente en multa de trescientos euros (300 E).

Cuarto. Notificada la anterior Resolución, se presentó
recurso de alzada basado en las mismas alegaciones realizadas
a lo largo del expediente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y artículo 39.8 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, en relación con el Decreto del Pre-
sidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de
Gobernación.

Segundo. En aras al principio de economía procesal y
en evitación de innecesarias repeticiones, nos remitimos ínte-
gramente a los distintos razonamientos y considerandos que
se han vertido en los sucesivos trámites del procedimiento
administrativo ya que, en esencia, la configuración del presente
recurso atiende a las mismas manifestaciones esgrimidas con
anterioridad y convenientemente rebatidas a lo largo de la
instrucción sancionadora. No obstante, estudiadas nuevamen-
te las mismas, ratificamos y hacemos nuestras las argumen-
taciones reflejadas en el procedimiento sancionador y que no
duplicamos nuevamente al ser conocidas por la interesada.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña Bea-
triz Peinado Vallejo, en nombre y representación de la entidad
“Plus Supermercados, S.A.”, contra la Resolución del Delegado
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, de fecha 30
de julio de 2004, y confirmar la misma.

Notifíquese a la interesada, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico, Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 17 de febrero de 2006.- El Jefe del Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Francisco Ruiz
Rodríguez, en nombre y representación de Supermer-
cados Super Olé, S.L., contra otra dictada por el Dele-
gado del Gobierno en Almería recaída en el expediente
198/04.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Francisco Ruiz Rodríguez, en nombre y repre-
sentación de Supermercados Super Olé, S.L., de la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico, al recurso admi-


